Guatemala y los Pactos de Moncloa

Por Julio Ligorría Carballido

Durante las últimas semanas he abordado el tema del consenso mínimo como medida urgente para el país. Sumidos en una crisis permanente por diferentes razones, me parece lo más cuerdo buscar alguna mecánica para definir metas e incorporar toda la fuerza que este país tiene, a la búsqueda del bien común. Quizá en ese esfuerzo haya necesidad de plantear férrea oposición al gobierno; quizá haya coincidencia de objetivos, o más allá, de pronto el gobernante de turno prefiere apoyar ese proceso de soluciones que la sociedad civil identificaría como necesarias.

Estudiando un poco la historia política del mundo en busca de proyectos similares, he encontrado varios ejemplos. De todos, quizá el más significativo por razones históricas, culturales y políticas, sea el llamado Pacto de Moncloa, suscrito en la España postfranquista el 25 de octubre de 1977. 

Veamos el entorno: España recién había vuelto a la democracia y su economía padecía no de debilidad sino de un desquiciamiento casi total. Era el país con más inflación en una Europa próspera y su moneda había sido severamente afectada por el esfuerzo del dictador Francisco Franco por crear un ambiente de bienestar y estabilidad política. Sin embargo, la sociedad resentía grandes vacíos políticos: estaba aun muy fresca la represión política, el antisindicalismo, se sumaba la cifra más alta de desempleo jamás alcanzada en el país y el fantasma del shock económico era algo más que evidente.

Al mando de ese oscuro panorama, el presidente Adolfo Suarez, cuya primera tarea era hacer próspero un país cuyo sistema económico lucía aniquilado y que arrastraba el sistema democrático a una muerte súbita, tenebrosamente anunciada por la desesperación popular.

¿Alguna similitud con nuestra Guatemala actual?

Continúo.

El temor de los políticos de ese tiempo se resumía en una frase acuñada en ese mismo país casi 50 años antes: o la democracia acaba con la inflación, o la inflación acaba con la democracia. Parafraseando: o la democracia acaba con la crisis, o la crisis acaba con la democracia.

La solución desarrollada por Adolfo Suarez y la clase dirigente española fue la correcta: convocar un proceso de reflexión desde todos los sectores políticos para determinar metas y procesos para sacar a España adelante. El resultado del ejercicio, que tomó varios meses y conllevó muchos sinsabores para más de un interlocutor, fue un pacto que estableció conceptos unitarios para identificar el canal donde volcar esfuerzos y  sacrificios en busca de logros colectivos.

Metas impensables durante el franquismo fueron acordadas en el preámbulo de los acuerdos de Moncloa: para sanear la economía, era preciso tener una sociedad políticamente fuerte y patrióticamente dispuesta a participar en un proceso delicadísimo. Así que se optó por legalizar el Partido Comunista Español, legalizar los sindicatos y dar amnistía a los abundantes presos políticos heredados al franquismo. 

Hecho esto, comenzó el trabajo en el eje económico: sanear la economía, rebajar la inflación vía devaluación, pedir –y obtener- un año de sacrificio de todos los sectores del aparato productivo y finalmente, emerger del letargo económico en que el país estaba, tan sólo un año después de que inició el proceso de concertación y estudio profundo del problema desde todos los sectores posibles. Hoy casí veinticinco años más tarde, España es una de las quince economías más poderosas del orbe y disfruta de una sana y ejemplar democracia, es además, entre otras cosas, uno de los dos mayores inversionistas globales en Latinoamérica.

La experiencia española y los pactos de Moncloa son ejemplos que podemos aplicar en este extraordinario país. No hay razón para que nuestra sociedad abandone su derecho a convertir en realidad los sueños, rompiendo mitos y modificando el paradigma político y social en que nos hemos encasillado.

En verdad, creo en la necesaria e impostergable necesidad de buscar la mesa de consenso. La sociedad civil debe buscar un mecanismo para identificar objetivos comunes a la mayoría y tener así una referencia de trascendencia histórica que ayude a los gobernantes a no perder el rumbo en la siempre febril y polémica búsqueda del bien común.  

